
 

 

 
 
Bogotá D.C.  noviembre de 2022 
 
 
 
 
Doctor 
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA 
Secretario General 
Cámara de Representantes 
Ciudad. 
 
 
 

REFERENCIA: Radicación Proyecto de Ley.  
 
 
 
 
 
En nuestra condición de miembros del congreso de la Republica y en uso del derecho 
consagrado en los artículos 218 y 223 de la Ley 5º de 1992, me permito poner a 
consideración del honorable Congreso de la Republica, el proyecto de ley: “Por 
medio del cual se garantiza el acceso al servicio público domiciliario esencial 
de gas natural/GLP en nuevas viviendas de interés social, VIS, y viviendas de 
interés prioritario, VIP”. 
 
 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ADRIANA CAROLINA ARBELÁEZ GIRALDO 
Representante a la Cámara por Bogotá 
 
 
 
 
 



 

 

 
 

PROYECTO DE LEY No. _____ DE 2022 CÁMARA 
 

“Por medio del cual se garantiza el acceso al servicio público domiciliario 
esencial de gas natural/GLP en nuevas viviendas de interés social, VIS, y 

viviendas de interés prioritario, VIP”. 
 
 

El Congreso de Colombia 
 

DECRETA: 
 
 

Artículo 1. Objeto. Garantizar el acceso al servicio público domiciliario esencial de 
gas natural/GLP en nuevas viviendas de interés social, VIS, y viviendas de interés 
prioritario, VIP. 
 
Artículo 2. Definiciones. Para efectos de la presente Ley se aplicarán las siguientes 
definiciones:  
 
Gas Natural:  Es un hidrocarburo resultado de una mezcla de gases ligeros de 
origen natural. Contiene metano en una proporción de 75% al 95%. Normalmente 
incluye algunas cantidades variables de otros alcanos como el etano, propano, 
butano, nitrógeno, dióxido de carbono, sulfuro de hidrógeno, helio y argón. 
 
Gas GLP: El gas licuado del petróleo es un combustible proveniente de la mezcla de 
dos hidrocarburos principales: el propano, butano y otros. Se obtiene de la refinación 
del crudo del petróleo o del proceso de separación del crudo o gas natural en los 
pozos de extracción. 
 
Conexión: Conjunto de bienes que permiten conectar a un usuario residencial con 
las redes de distribución de gas combustible. La conexión se compone de la 
acometida y el medidor. 
 
Red interna: Conjunto de redes, tuberías, accesorios y equipos que integran el 
sistema de suministro del servicio público al inmueble a partir del medidor. Para 
edificios de propiedad horizontal o condominios, es aquel sistema de suministro del 
servicio al inmueble a partir del registro de corte general, cuando lo hubiere. 
 
Artículo 3. Ámbito de Aplicación. Esta Ley aplica en todo el territorio nacional.  
 
Artículo 4. Financiación de conexión y red interna. El Gobierno Nacional 
garantizará los recursos para subsidiar el 70% del valor de la conexión e instalación 



 

 

interna para el servicio público domiciliario de gas natural/GLP en las nuevas 
viviendas de interés social, VIS, y viviendas de interés prioritario, VIP. Dentro de los 
doce meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley el Gobierno 
Nacional reglamentará el mecanismo para hacer efectiva la entrega del subsidio a 
los usuarios beneficiarios.   
 
El 30% del valor de la Conexión se incluirá dentro de valor de la vivienda a financiar 
por parte de entidad financiera o a pagar por directamente por parte del usuario 
beneficiario.   
 
Parágrafo 1. El valor de la conexión e instalación interna para el servicio de gas 
natural en las viviendas VIS y VIP existentes a la entrada en vigencia de la presente 
Ley se podrá cubrir con recursos del Fondo Especial Cuota de Fomento o del Fondo 
Único de Soluciones Energéticas, FONENERGÍA, siguiendo los procedimientos que 
apliquen para el acceso a recursos de estos Fondos.  
 
Parágrafo 2. El Ministerio de Minas y Energía, o quien este delegue, establecerá (i) 
el valor máximo de la conexión y la red interna que será sujeto del subsidio del 70% 
y de la financiación del 30%; y (ii) los criterios y procedimientos para definir los 
proyectos de VIS y VIP sobre los cuales se garantizará el subsidio del 70%.  
 
Artículo 5. Entrega de conexión e instalación interna. Cuando el Gobierno 
Nacional haya subsidiado el valor de la conexión y la instalación interna para el 
servicio de gas natural/GLP en las nuevas viviendas VIS y VIP en los términos 
establecidos en el Artículo 3, los constructores de dichas viviendas deberán 
entregarlas con las respectivas conexiones e instalaciones.  
 
Artículo 6. Mejora en Calidad de Vida de Usuarios VIS y VIP. El Gobierno Nacional 
a través de Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio emitirá planes y programas 
que fomenten distintos usos del gas natural como calefacción y refrigeración por 
parte de usuarios residenciales en viviendas VIS y VIP. 
 
Artículo 7. Vigencia y Derogatorias. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
  



 

 

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS AL PROYECTO DE LEY NO. _____ DE 2022 
CÁMARA 

 
“Por medio del cual se garantiza el acceso al servicio público domiciliario 
esencial de gas natural/GLP en nuevas viviendas de interés social, VIS, y 

viviendas de interés prioritario, VIP”. 
 
 

1. Objeto del Proyecto de Ley. 
 
Garantizar el acceso al servicio público domiciliario esencial de gas natural en 
nuevas viviendas de interés social, VIS, y viviendas de interés prioritario, VIP. 
 

2. Justificación 
 
Vivienda digna  
 
El derecho a la vivienda digna está consagrado en la Constitución Política 
Colombiana, en el art. 51. Este derecho requiere de un desarrollo legal previo y que 
debe ser prestado directamente por la administración o por las entidades asociativas 
que sean creadas para tal fin. La Corte Constitucional ha establecido que, aunque 
este derecho no es de carácter fundamental el Estado debe proporcionar las medidas 
necesarias para proporcionar a los colombianos una vivienda bajo unas condiciones 
de igualdad, y unos parámetros legales específicos.  
 
El derecho a la vivienda también se encuentra integrado a nuestro sistema jurídico 
nacional y hace parte del bloque de constitucional porque se encuentra consagrado 
en Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el cual 
reconoce en su artículo 11 el derecho de “…toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y 
a una mejora continua de las condiciones de existencia…”.  Este Pacto Internacional 
fue adoptado en Colombia mediante la Ley 74 de 1968. Igualmente, la Corte ha 
reconocido que hace parte del bloque de constitucionalidad en la sentencia C-434 
de 2010. 
 
En Colombia, se creo la figura de vivienda de interés social para garantizar el 
derecho a la vivienda de los hogares de menos ingresos. Esta vivienda debe cumplir 
con estándares de calidad para asegurar el pleno goce de este derecho.  
 
El más reciente estudio de LaHaus y el Instituto Tecnológico de Massachusetts 
(MIT), ‘Vivienda, reto en América Latina’, mostró que para erradicar el déficit 
habitacional en Colombia se necesita la construcción anual de 400.000 viviendas y 



 

 

la inversión adicional aproximada de 0,5 puntos porcentuales del PIB. Es evidente la 
necesidad de promover el acceso a la vivienda y que esta cuenta con todos los 
elementos necesarios para garantizar el derecho a la vivienda digna.  
 
Adicionalmente, según cifras del DANE1 en 2021, el 31,0% de los hogares del país 
se encontraba en déficit habitacional. El déficit habitacional es la suma de dos 
indicadores: déficit cuantitativo y déficit cualitativo. Cada uno de estos indicadores 
tiene diferentes criterios de medición.  El déficit cuantitativo identifica a los hogares 
que viven en viviendas que tienen deficiencias estructurales y de espacio. Es 
necesario agregar nuevas viviendas al inventario del país para garantizar que los 
hogares que se encuentran en este déficit tengan viviendas adecuadas. Por otro 
lado, el déficit cualitativo identifica a los hogares que viven en viviendas con 
deficiencias no estructurales que pueden ser objeto de ajustes o intervenciones que 
les permitan condiciones adecuadas de habitabilidad. 
 
Al respecto se evidencia una necesidad clara de adecuar las viviendas y poder suplir 
las deficiencias que se presentan. Una de las deficiencias que se tiene en cuenta en 
el índice calculado por el DANE son las condiciones de la cocina de los hogares.  
Donde se encuentran deficiencias son aquellos hogares que cocinan sus alimentos 
en un cuarto utilizado también para dormir o en una sala-comedor sin lavaplatos; en 
las cabeceras municipales también se incluyen a los hogares que cocinan en un 
patio, corredor, enramada o al aire libre. Esto implica que son hogares en su mayoría 
que no cuentan con un energético eficiente para cocinar.  
 
Actualmente la estructura de Vivienda VIS y Vivienda VIP, no contempla la entrega 
del inmueble con la conexión al servicio de gas natural, sino que es quien accede a 
este tipo de vivienda quien debe pagar la conexión. Esto implica un gasto extra que 
para el caso de los beneficiarios VIS y VIP no se puede costear por lo que surge la 
necesidad de reglamentar la conexión a gas desde la estructuración inicial de la 
Vivienda VIP y VIS para reducir el déficit habitacional y poder garantizar este servicio 
público domiciliario esencial a los hogares con menores ingresos.  
 
Pobreza en Colombia  
 
En Colombia, la pobreza sigue siendo un problema preocupante.  Según la más 
reciente encuesta del DANE: Gran Encuesta Integrada de Hogares. GEIH 2020-
2021, en el año 2021 había 19.621.330 colombianos en situación de pobreza, 
6.110.881 colombianos viviendo en pobreza extrema y 2.157.774 hogares que se 
encuentran en situación de pobreza multidimensional. La pobreza multidimensional 

 
1dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/demografia-y-poblacion/deficit-
habitacional#:~:text=Información%202021&text=El%207%2C5%25%20de%20los,viviendas%20con%20deficie
ncias%20no%20estructurales). 



 

 

evalúa las condiciones de vida de las personas teniendo en cuenta factores como el 
acceso a servicios públicos, educación y salud. 
 
Además, la crisis global inflacionaria afecta negativamente a la región 
Latinoamericana. La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) 
aseguró en un nuevo informe que la guerra entre Rusia y Ucrania contribuirá a 
aumentar los niveles de pobreza e inflación en América Latina este año. Según la 
investigación del organismo dependiente de Naciones Unidas, la incidencia de la 
pobreza regional alcanzaría un 33% en su escenario base, lo que equivale a 0,9 
puntos porcentuales más que el valor proyectado para 2021 de 32,1%. 
 
Entre los países de la región, Colombia será la economía en la que más aumentará 
la pobreza en el peor escenario posible. Según la Cepal, la tasa de pobreza en el 
país fue de 36,3% en 2021 y proyecta que subirá a 39,2% en 2022 en un ambiente 
de más inflación, lo que representa un incremento de 2,9 puntos porcentuales frente 
al año pasado. 
 
Para superar la difícil situación de pobreza en Colombia y partir de información más 
aterrizada, es necesario trascender del concepto unidimensional de pobreza 
asociada a los ingresos y migrar hacia indicadores compuestos que incluyan las 
distintas dimensiones de bienestar y calidad de vida de un hogar. La pobreza es un 
concepto complejo y tiene aspectos importantes que no se pueden medir únicamente 
en términos monetarios pues se debe tener en cuenta la calidad de vida de las 
personas para lograr la vida digna.  
 
En Colombia se ha adoptado el índice de pobreza multidimensional de la Universidad 
de Oxford, el cual es calculado por el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE). A través de este índice se reflejan cinco dimensiones de la 
pobreza:  condiciones educativas, condiciones de la niñez y juventud, trabajo, salud 
y condiciones de vivienda y servicios públicos domiciliarios, las cuales se dividen en 
15 variables, entendiendo que un hogar privado de al menos cinco de estas variables 
se considera en nivel de pobreza multidimensional (DNP, 2018).  
 
El Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) ha venido mejorando en los últimos 25 
años, pasando de un 86 por ciento en 1997 a un 37.1 por ciento en 2020, lo que 
significa que Colombia pasó de tener 24 millones de personas en hogares declarados 
pobres multidimensionalmente (con más de 5 privaciones) en 1997 a tener 9,2 
millones de personas consideradas pobres multidimensionalmente en 2020.  
 
Colombia es un país que cuenta con diversas oportunidades para superar la pobreza 
y mejorar las condiciones de vida de los colombianos. Para ello es indispensable 
garantizar la accesibilidad a diferentes servicios públicos esenciales, entre ellos, el 
gas natural; en la última década Colombia pasó de tener 1,9 millones de usuarios a 
superar los 10,7 millones (cerca de 37 millones de colombianos), lo que representa 



 

 

un ejemplo mundial en materia de cobertura.  Cerca del 60 por ciento de estos 
usuarios están concentrados en estratos 1 y 2, es decir, el país registra casi un 80 
por ciento de cobertura en áreas donde hay perímetro de red y un 67 por ciento del 
total de hogares de Colombia tiene conexión a gas natural.  
 
Aun cuando estas cifras representan un avance significativo, el uso de leña, madera 
o carbón de leña como combustible para cocinar mantiene un alto porcentaje de uso 
en pleno siglo XXI. De acuerdo con datos de la Gran Encuesta Integrada de Hogares 
(GEIH), realizada por el DANE en 2021, el 27,8 por ciento de los hogares en las 
zonas rurales remotas del país, seguido de un 21,8 por ciento en las zonas rurales 
cercanas, e incluso un 14 por ciento en áreas de grado intermedio de urbanización, 
utilizaban leña, madera o carbón como fuente de energía para cocinar, hecho que 
implica graves daños a la salud.  
 
Al cierre del año 2021, según la encuesta de calidad de vida del DANE, 1,8 millones 
de hogares colombianos cocinan con leña aun cuando existen energéticos más 
eficientes y menos dañinos para la salud como lo es el gas natural. Cada vez que se 
sustituye la leña por el gas natural como combustible para cocinar, es posible superar 
una privación de pobreza energética y mejorar la calidad de vida de los colombianos. 
 
En cuanto a las condiciones de salud, las personas que se ven expuestos a la 
inhalación de material particulado fino (PM2,5), producto de la quema de estos 
sólidos, especialmente las mujeres y niños quienes pasan la mayor parte del tiempo 
dentro del hogar se ven afectadas por enfermedades cardiorrespiratorias. En el año 
2017, el Departamento Nacional de Planeación (DNP), presentó un estudio2 de 
actualización de los costos por muertes y enfermedades asociadas a la degradación 
ambiental, en el que se incluyeron los costos asociados a la contaminación del aire 
interior. A esta contaminación, se le atribuyen 2.286 muertes y 1,2 millones de 
enfermedades con costos por mortalidad prematura y atención de enfermedades que 
superan los 3 billones de pesos, equivalentes al 0,38% del PIB en 2015. 
 
Adicionalmente, los hogares que usan la leña como fuente energética deben destinar 
mucho más tiempo para cocinar en comparación con un hogar promedio que utiliza 
gas natural. Un mayor acceso al gas natural también tendría un efecto potencial en 
el bienestar social en términos del uso del tiempo de los hogares. 
 

 
Costo de conexión y red interna para el servicio de gas por red 
 
El servicio de gas por red se presta a través de gasoductos de baja presión, 
generalmente de polietileno, que están construidos en las calles de las zonas 
urbanas. Esta red hace parte del sistema de distribución de las empresas que 

 
2 https://www1.upme.gov.co/Hidrocarburos/Plan_sustitucion_progresiva_Lena.pdf 



 

 

prestan el servicio de gas a los usuarios finales. Este sistema llega hasta el andén 
de los predios de tal forma que es necesario hacer la conexión para llegar al predio 
y de allí iniciar la red interna en la vivienda. 
 
La conexión 
 
Comprende (i) el tramo de gasoducto o acometida desde el sistema de distribución 
hasta la entrada al predio y (ii) el centro de medición que incluye el medidor, un 
regulador, válvulas y la caja donde se alojan estos elementos. El valor promedio de 
esta conexión para usuarios residenciales de estrato 1 y 2 está alrededor de $1 
millón. 
 
 
La red interna 
 
Comprende la red que lleva el gas desde el centro de medición hasta los 
gasodomésticos. El costo de esta red dependerá de las características de la vivienda, 
pero en general el valor promedio para usuarios residenciales de estrato 1 y 2 está 
alrededor de $1 millón.  
 
En total, el valor de la conexión y la red interna para usuarios residenciales de estrato 
1 y 2 oscila entre $1.800.000 y $2.000.000. Este valor es un costo de entrada alto 
para estos usuarios, lo que generalmente se convierte en una barrera de entrada al 
servicio de gas por red.  
 
Alternativa de financiación en nuevas viviendas VIS y VIP 
 
Para incorporar estos usuarios al servicio de gas por red es necesario superar la 
barrera de entrada que representa el costo de la conexión y la red interna.  
 
Para el caso de usuarios de nuevas viviendas VIS y VIP, una forma de superar esta 
barrera es garantizar subsidio para una parte del costo e incluir la parte restante en 
el valor de la vivienda a ser financiado, o pagado directamente por el beneficiario. 
 
Se propone otorgar un subsidio del 70% del costo de la conexión, como está hoy 
para el caso de beneficiarios de recursos del Fondo Especial Cuota de Fomento 
según lo establecido en el Decreto 1038 de 2022. El 30% restante se incluye en el 
valor de la vivienda que se financie al usuario. Es decir, en las cuotas que pague el 
usuario por la compra de la vivienda se incluye la financiación del 30% en las mismas 
condiciones financieras del crédito de la vivienda, i.e. plazo y tasa. Si el usuario 
recibe subsidio en la tasa de financiación del crédito, este subsidio también aplicaría 
para el 30%. 
 
 



 

 

Impacto para el usuario  
 
El valor promedio mensual que pagan en sus facturas de gas natural los usuarios de 
estrato 1 y 2 está alrededor de $8.000 y $10.000 respectivamente. Este valor ya 
incluye el descuento por los subsidios del 60% y 50% establecido por ley para estos 
usuarios. 
 
Si a este valor mensual se le suma la financiación de los $2 millones de conexión y 
red interna, que a una tasa típica del 24% anual y a un período de 5 años arroja una 
cuota mensual fija de $60.000, el valor de la factura se incrementaría hasta $70.000 
lo cual es inviable para estos usuarios. 
 
La financiación del 30% del valor de la conexión y la red interna, que corresponde a 
$600.000, a una tasa del 24% en 5 años, arroja una cuota mensual fija de $17.000. 
Si estos $600.000 se incluyen en la financiación del crédito de la vivienda, el período 
típico de financiación sería de 15 años y la tasa del 20%, lo cual arrojaría una cuota 
mensual de $10.000 que se sumaría a la cuota mensual de la vivienda. Esta cuota 
se puede reducir más con los subsidios que reciba el usuario al crédito de la vivienda, 
como lo son las coberturas de tasa. 
 
Conclusiones    
 
Superar la financiación del valor de la conexión y la red interna es fundamental para 
que los usuarios de viviendas VIS y VIP puedan acceder al servicio de gas por red y 
así mejorar su calidad de vida. 
 
Subsidiar el 70% del valor de la conexión y la red interna, y facilitar la financiación 
del 30% a través del crédito de la vivienda, es una medida que permite el acceso al 
servicio de gas por res a los usuarios de viviendas VIS y VIP.  
 
 

3. Marco jurídico 
 

El presente proyecto de Ley es de gran relevancia teniendo en cuenta que i) la 
Vivienda de interés social (VIS) y la Vivienda de interés prioritaria (VIP) tienen como 
finalidad garantizar el derecho a la Vivienda Digna de las personas más vulnerables 
que cuentan con menos ingresos.  
 
El concepto de Vivienda de Interés Social se define en la Ley 388 de 1997, art.91 
que reza lo siguiente:  
 

“ARTÍCULO 91.- Concepto de vivienda de interés social. El artículo 44 de la Ley 9 de 1989, 
quedará así: 



 

 

Se entiende por viviendas de interés social aquellas que se desarrollen para garantizar 
el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos. En cada Plan Nacional de 
Desarrollo el Gobierno Nacional establecerá el tipo y precio máximo de las soluciones 
destinadas a estos hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del 
déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los hogares, las condiciones de 
la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma 
de fondos del Estado destinados a los programas de vivienda. 
En todo caso, los recursos en dinero o en especie que destinen el Gobierno Nacional, en 
desarrollo de obligaciones legales, para promover la vivienda de interés social se dirigirá 
prioritariamente a atender la población más pobre del país, de acuerdo con los 
indicadores de necesidades básicas, insatisfechas y los resultados de los estudios de 
ingresos y gastos…”. (negrilla fuera de texto). 
 

Asimismo, en la Ley 1955 de 2019, Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 se define 
el concepto de vivienda de interés social y se resalta que este tipo de vivienda se 
desarrolla cumpliendo los estándares de calidad en diseño urbanístico, 
arquitectónico y de construcción sostenible:  

 
ARTÍCULO 85. CONCEPTO DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL. De conformidad con lo 
previsto en el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, la vivienda de interés social es aquella 
que se desarrolla para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores 
ingresos, que cumple con los estándares de calidad en diseño urbanístico, 
arquitectónico y de construcción sostenible, y cuyo valor no exceda ciento treinta y 
cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes (135 SMMLV). Excepcionalmente, 
para las aglomeraciones urbanas definidas por el CONPES y cuya población supere un millón 
(1.000.000) de habitantes, el Gobierno nacional podrá establecer como precio máximo de la 
vivienda de interés social la suma de ciento cincuenta salarios mínimos mensuales legales 
vigentes (150 SMMLV). Para el caso de los municipios que hacen parte de dichas 
aglomeraciones, el valor aplicará únicamente para aquellos en que el Gobierno nacional 
demuestre presiones en el valor del suelo, que generan dificultades en la provisión de vivienda 
de interés social. El valor máximo de la Vivienda de Interés Prioritario, será de noventa 
salarios mínimos mensuales legales vigentes (90 SMMLV). 
Tratándose de programas y/o proyectos de renovación urbana, la vivienda de interés social 
podrá tener un precio superior a los ciento treinta y cinco salarios mínimos mensuales legales 
vigentes (135 SMMLV), sin que este exceda los ciento setenta y cinco salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (175 SMMLV). La vivienda de interés prioritario en renovación 
urbana podrá tener un precio superior a los noventa salarios mínimos mensuales legales 
vigentes (90 SMMLV), sin que este exceda los ciento diez salarios mínimos mensuales 
legales vigentes (110 SMMLV). 
PARÁGRAFO PRIMERO. Los proyectos de Vivienda de Interés Social implementarán las 
medidas establecidas por el Gobierno nacional para el ahorro de agua y energía, entre las 
que se incluyen la iluminación y ventilación natural, de acuerdo con las condiciones climáticas. 
Asimismo, los proyectos de vivienda, de equipamiento (recreación, deporte, salud, educación) 
y de espacio público implementarán los criterios de sostenibilidad establecidos por el 
CONPES 3919 de 2018. 
 

En cuanto a la reglamentación de la Vivienda de Interés Social, el Decreto 949 de 
2022, Por el cual se modifica el artículo 2.2.2.1.5.2.2 del Decreto 1077 de 2015 Único 
Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio, en relación con los proyectos 
y/o programas de renovación urbana a partir de los cuales se determina el valor 
máximo de la vivienda de interés social y la vivienda de interés prioritario, establece 



 

 

como condición de los planes de VIS que se desarrollen en proyectos de renovación 
urbana la siguiente:  
 

2. Requisitos de los programas y/o proyectos de renovación urbana. Los planes de 
vivienda de interés social y/o vivienda de interés prioritario que se desarrollen en programas 
y/o proyectos de renovación urbana contemplados en los planes de ordenamiento territorial, 
o, en áreas con tratamiento de renovación urbana, deberán articularse al planteamiento 
general de la operación prevista en el Plan de Ordenamiento Territorial o el Plan Parcial y/o 
los instrumentos que los desarrollen y/o complementen, promoviendo el mejoramiento de 
la calidad de las condiciones urbanísticas del área, para lo cual deberán cumplir, por 
lo menos, con las siguientes condiciones: 
a) Promover la densificación del área a intervenir aquellas áreas reguladas por el citado 
tratamiento con proyectos integrales que garanticen la construcción de equipamientos y/o 
servicios complementarios y/o de espacio público, 
b) Garantizar la prestación adecuada y eficiente de los servicios públicos domiciliarios 
con las densidades y/o aprovechamientos propuestos… (negrilla fuera de texto) 
 

Es menester resaltar que el gas natural es un servicio público domiciliario 
esencial, según lo dispuesto en la Ley 142 de 1994, por la cual se establece el 
régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones, art.1 
que reza lo siguiente:  
 

Art. 1. Ámbito de aplicación de la ley.   Esta ley se aplica a los servicios públicos 
domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, distribución de gas 
combustible, telefonía fija pública básica conmutada y la telefonía local móvil en el sector 
rural*; a las actividades que realicen las personas prestadoras de servicios públicos de que 
trata el artículo 15 de la presente Ley, y a las actividades complementarias definidas en el 
capítulo II del presente título y a los otros servicios previstos en normas especiales de esta 
ley. 
 

La connotación de servicio público esencial se concluye a partir del art. 4 de la misma 
Ley en la cual se establece:  
 

 ART. 4º Servicios públicos esenciales. Para los efectos de la correcta aplicación del inciso 
primero del artículo 56 de la Constitución Política de Colombia, todos los servicios públicos, 
de que trata la presente Ley, se considerarán servicios públicos esenciales. 
 

La jurisprudencia además, ha resaltado la importancia de los servicios públicos 
domiciliarios al ser inherentes a la finalidad del estado social de derecho colombiano, 
al respecto en la Sentencia C-633 de 2000 , Corte Constitucional resalta la 
importancia de los servicios públicos esenciales: “En tales circunstancias, es 
evidente que los servicios públicos de acueducto, alcantarillado, aseo, energía 
eléctrica, telefonía pública básica conmutada, larga distancia nacional e 
internacional, gas combustible, contribuyen al logro de los mencionados cometidos 
sociales, y a la realización efectiva de ciertos derechos fundamentales de las 
personas” (negrilla fuera de texto).  
 



 

 

En la Ley 2099 de 2021, Por medio de la cual se dictan disposiciones para la transición 
energética, la dinamización del mercado energético, la reactivación económica del país y se 
dictan otras disposiciones, se crea el Fondo Único de Soluciones Energéticas: Fonenergía, 
el demuestra la importancia que tiene el desarrollo de políticas públicas que garanticen el 
suministro del gas natural en el país.  

 ART. 41.—Fondo Único de Soluciones Energéticas, Fonenergía. Créase el Fondo 
Único de Soluciones Energéticas, Fonenergía, como un patrimonio autónomo que 
será constituido por el Ministerio de Minas y Energía… 

El objeto del Fondo Único de Soluciones Energéticas, Fonenergía, será la 
coordinación, articulación y focalización de las diferentes fuentes de recursos 
para financiar y realizar planes, proyectos y programas de mejora de calidad en 
el servicio, expansión de la cobertura energética y normalización de redes a 
través de soluciones de energía eléctrica y gas combustible con criterios de 
sostenibilidad ambiental y progreso social, bajo esquemas de servicio público 
domiciliario o diferentes a este. (negrilla fuera de texto).  

Por medio de la Ley 2128 de 2021, el Congreso estableció la obligación para el 
Gobierno Nacional de garantizar la confiabilidad en el suministro del gas natural:  
 

ART. 3.- Abastecimiento y oferta nacional de gas combustible. El 
Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Minas y Energía y sus entidades 
adscritas, dictará normas que garanticen el abastecimiento y la confiabilidad 
en el suministro de gas combustible en el mercado, como eje de la transición 
energética. Para efectos de incrementar la oferta, establecerá mecanismos 
que viabilicen y promuevan la producción nacional, siguiendo criterios de 
eficiencia, seguridad energética y responsabilidad ambiental. Para ello tendrá 
en cuenta la implementación de nuevas tecnologías e infraestructura 
disponibles que garanticen la protección del medio ambiente (…)”. 
 

Asimismo, se ha establecido que el gas natural es un energético que contribuye en 
el logro de las metas del país en materia de mitigación para el logro de las metas 
país en materia de mitigación. Así es como en la Ley 2169 de 2021, Por medio de 
la cual se impulsa el desarrollo bajo en carbono del país mediante el establecimiento 
de metas y medidas mínimas en materia de carbono neutralidad y resiliencia 
climática y se dictan otras disposiciones, se prevé que el gas puede contribuir en la 
conversión hacia energías más limpias:  
 

ART. 8º. Medidas del Sector Minas y Energía. El Ministerio de Minas y 
Energía y las entidades nacionales y territoriales, en el marco de sus 
competencias, deberán incorporar en los instrumentos sectoriales de 
planificación existentes y futuros, acciones orientadas a alcanzar las metas 
país en materia de mitigación, así como a garantizar las condiciones 



 

 

habilitantes para la implementación y avance en la consolidación de las 
siguientes medidas mínimas: 
 
1. Acciones de eficiencia energética en la cadena de la energía eléctrica, 
hidrocarburos y minería, con metas y estrategias para la mejora energética, 
reducción de emisiones y cuantificación de los co-beneficios asociados… 
5. Para estimular la conversión de carbón a energías más limpias, los agentes 
de las cadenas de energía eléctrica y gas combustible podrán viabilizar 
nuevos proyectos o ampliaciones que impliquen el aumento de la demanda. 
(negrilla fuera de texto). 

 
 
4. COMPETENCIA DEL CONGRESO.  

 
4.1 CONSTITUCIONAL: 

 
ARTICULO 114. Corresponde al Congreso de la República reformar la 
Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración. 
 
El Congreso de la República, estará integrado por el Senado y la Cámara de 
Representantes 
 
ARTICULO  150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de 
ellas ejerce las siguientes funciones: 
 
1. Interpretar, reformar y derogar las leyes.  

 
2. Expedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus 

disposiciones. 
 

3. Aprobar el plan nacional de desarrollo y de inversiones públicas que 
hayan de emprenderse o continuarse, con la determinación de los 
recursos y apropiaciones que se autoricen para su ejecución, y las 
medidas necesarias para impulsar el cumplimiento de los mismos. 
 

4. Definir la división general del territorio con arreglo a lo previsto en esta 
Constitución, fijar las bases y condiciones para crear, eliminar, modificar 
o fusionar entidades territoriales y establecer sus competencias 

 
 
 
 
 



 

 

4.2  LEGAL:  
 

LEY 3 DE 1992. POR LA CUAL SE EXPIDEN NORMAS SOBRE LAS 
COMISIONES DEL CONGRESO DE COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES. 
 
ARTÍCULO 2º Tanto en el Senado como en la Cámara de Representantes 
funcionarán Comisiones Constitucionales Permanentes, encargadas de dar 
primer debate a los proyectos de acto legislativo o de ley referente a los 
asuntos de su competencia. 
 
Las Comisiones Constitucionales Permanentes en cada una de las Cámaras 
serán siete (7) a saber: 
 
Comisión Primera. 
 
Compuesta por diecinueve (19) miembros en el Senado y treinta y cinco (35) 
en la Cámara de Representantes, conocerá de: reforma constitucional; leyes 
estatutarias; organización territorial; reglamentos de los organismos de 
control; normas generales sobre contratación administrativa; notariado y 
registro; estructura y organización de la administración nacional central; de 
los derechos, las garantías y los deberes; rama legislativa; estrategias y 
políticas para la paz; propiedad intelectual; variación de la residencia de los 
altos poderes nacionales; asuntos étnicos. (Subrayado por fuera del texto). 
 
LEY 5 DE 1992. POR LA CUAL SE EXPIDE EL REGLAMENTO DEL 
CONGRESO; EL SENADO Y LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 
ARTÍCULO 219. ATRIBUCIÓN CONSTITUYENTE. Las Cámaras 
Legislativas tienen, como órgano constituyente, las atribuciones de 
enmendar las disposiciones e instituciones políticas consagradas en el 
cuerpo normativo constitucional, mediante el procedimiento dispuesto 
expresamente en la misma Ley Fundamental y reglamentado en la presente 
ley. 
 
ARTÍCULO 220. SUSPENSIÓN DE LA FACULTAD CONSTITUYENTE. 
Durante el periodo constitucional tiene plena vigencia esta atribución 
constituyente, siendo titular el Congreso de la República. No obstante, a 
partir de la elección e integración de una Asamblea Constituyente, quedará 
en suspenso la facultad ordinaria del Congreso para reformar la Constitución 
durante el término señalado para que la Asamblea cumpla sus funciones. 
 
ARTÍCULO 221. ACTO LEGISLATIVO. Las normas expedidas por el 
Congreso que tengan por objeto modificar, reformar, adicionar o derogar los 



 

 

textos constitucionales, se denominan Actos Legislativos, y deberán cumplir 
el trámite señalado en la Constitución y en este Reglamento. 
 
ARTÍCULO 222. PRESENTACIÓN DE PROYECTOS. Los proyectos de acto 
legislativo podrán presentarse en la Secretaría General de las Cámaras o en 
sus plenarias. 
 
ARTÍCULO 223. INICIATIVA CONSTITUYENTE. Pueden presentar 
proyectos de acto legislativo: 
 
1. El Gobierno Nacional. 
 
2. Diez (10) miembros del Congreso 
 
3. Un número de ciudadanos igual o superior al cinco por ciento (5%) del 
censo electoral existente en la fecha respectiva. 

 
4. Un veinte (20%) por ciento de los Concejales del país. 
 

5. Un veinte (20%) por ciento de los Diputados del país 
 

 
6. CONFLICTO DE INTERÉS. 

 
Dando alcance a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual 
se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992”, se hacen las siguientes consideraciones 
a fin de describir la circunstancias o eventos que podrían generar conflicto de interés 
en la discusión y votación de la presente iniciativa legislativa, de conformidad con el 
artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019, 
que reza:  
 
 

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los 
congresistas. Todos los congresistas deberán declarar los 
conflictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus 
funciones. 
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o 
artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a 
favor del congresista.  
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera 
ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de 
los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones 



 

 

penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.  

 
 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las 
circunstancias presentes y existentes al momento en el que el 
congresista participa de la decisión.  
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica 
respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
                                                                                                          (…)” 

 
Sobre este asunto la Sala Plena Contenciosa Administrativa del Honorable Consejo 
de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, M.P. Carlos Enrique 
Moreno Rubio, señaló que: 
 

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en 
comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda 
predicar que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, 
provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue 
conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o 
personal, bien para el congresista o quienes se encuentren 
relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el 
momento en que ocurrió la participación o votación del congresista, 
lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles. 
También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier 
naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”. 

 
Se estima que la discusión y aprobación del presente Proyecto de Ley podría generar 
conflictos de interés en razón de beneficios particulares, actuales y directos a favor 
de un congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente o pariente 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 
conforme a lo dispuesto en la ley, que tenga participación en empresas vinculadas a 
la producción, comercialización, reproducción, exportación, importación, cría, 
entrenamiento o sacrificio de ganadería destinada a actividades de coleo, corridas 
de toros, novilladas, corralejas, becerradas y tientas. 
 
También incurrirán en conflicto de interés quienes pertenezcan a gremios 
relacionados con las actividades de coleo, corridas de toros, novilladas, corralejas, 
becerradas y tientas y quienes promuevan, desarrollen o financien dichas 
actividades. 
 



 

 

Es menester señalar, que la descripción de los posibles conflictos de interés que se 
puedan presentar frente al trámite o votación del presente Proyecto de Ley, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 modificado por la Ley 2003 de 
2019, no exime al Congresista de identificar causales adicionales en las que pueda 
estar incurso. 
 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
ADRIANA CAROLINA ARBELÁEZ GIRALDO 
Representante a la Cámara por Bogotá 
 
 

 
 
 
 


